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Concepto 5764
Según lo dispuesto en los artículos 40.6, 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda presentada por los ciudadanos Edgar Saavedra Rojas, Gonzalo Rodríguez Paz Mahecha y Javier Mauricio Hidalgo Escobar, contra los artículos 223 y 225 de la Ley 599 de 2000, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo demandado):

LEY 599 DE 2000
(julio 24)

Diario Oficial No. 44.097 de 24 de julio del 2000

EL CONGRESO DE COLOMBIA
Por la cual se expide el Código Penal

DECRETA:

ARTICULO 223. CIRCUNSTANCIAS ESPECIALES DE GRADUACION DE LA PENA. Cuando alguna de las conductas previstas en este título se cometiere utilizando cualquier medio de comunicación social u otro de divulgación colectiva o en reunión pública, las penas respectivas se aumentarán de una sexta parte a la mitad. 

Si se cometiere por medio de escrito dirigido exclusivamente al ofendido o en su sola presencia, la pena imponible se reducirá hasta en la mitad. 

ARTICULO 225. RETRACTACION. No habrá lugar a responsabilidad si el autor o partícipe de cualquiera de las conductas previstas en este título, se retractare voluntariamente antes de proferirse sentencia de primera o única instancia, siempre que la publicación de la retractación se haga a costa del responsable, se cumpla en el mismo medio y con las mismas características en que se difundió la imputación o en el que señale el funcionario judicial, en los demás casos. 

No se podrá iniciar acción penal, si la retractación o rectificación se hace pública antes de que el ofendido formule la respectiva denuncia

1. Planteamiento de la demanda
De manera general, los accionantes formulan dos problemas jurídicos que, a su juicio, la Corte Constitucional debe entrar a resolver: 

(i) Si “en el caso del inciso segundo del artículo 223 el legislador desconoció el principio de proporcionalidad o ‘prohibición de exceso’[,] en cuanto elevar a delito la conducta allí descrita compromete derechos fundamentales como el de la libertad[,] pues el Estado dispone de otros mecanismos menos invasivos para enfrentar conductas que no revisten la gravedad que justifique la intervención del derecho penal como ultima ratio”
; y 
(ii) Si por razón de “las partes acusadas y subrayadas del art 225 […] la retractación[,] como eximente de responsabilidad penal, privilegia el derecho a la información en detrimento del patrimonio moral de las personas
, partiendo de la premisa de que estos delitos solo se cometen en el ejercicio de los derechos a la información y la libertad de expresión, cuando la realidad demuestra que muchas veces estos delitos […] se cometen en la búsqueda de […] obtener beneficios egoístas, con detrimento de los derechos de los demás […quienes incluso son doblemente victimizados y] no tienen derecho a obtener justicia, verdad, ni reparación”.

De conformidad con lo anterior, en la demanda se acusa la violación de los artículos 2°, 5°, 6°, 11°, 12°, 13 y 214 constitucionales, normas de donde el actor explica que “la jurisprudencia constitucional ha deducido la existencia del principio de proporcionalidad o ‘prohibición de exceso’”. De igual forma, se invoca también como vulnerados los artículos 4°, 15, 17 y 19 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por medio de la Ley 74 de 1968; y los artículos 9°, 11 y 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, adoptada por medio de la Ley 15 de 1972.

Por último, en la demanda se sostiene que sobre las normas demandadas únicamente puede predicarse la existencia de una cosa juzgada constitucional parcial
, toda vez que se entiende que en la Sentencia C-489 de 2002 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) la Corte Constitucional se pronunció sobre los artículos 82, numeral 8°, y 255 de la Ley 599 de 2000, pero únicamente a partir de los artículos 13, 15, 21 y 229 constitucionales, y exclusivamente con relación a los cargos específicos que fueron analizados en esa ocasión. Mientras que, por el contrario, en la nueva demanda se cuestiona la constitucionalidad del artículo 225 del Código Penal a partir de cargos distintos e invocando normas constitucionales diversas, como es el caso de los numerales 1°, 6° y 7° del artículo 250 Superior, relativos al derecho al restablecimiento del derecho, así como el preámbulo y el artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el artículo 11 de la Convención Americana de Derechos Humanos, relativos al derecho-principio a la dignidad humana
, entre otros.    
Desarrollando cada uno de los cargos arriba señalados de manera más específica, los accionantes aducen que el artículo 223 parcialmente demandado vulnera la dignidad humana (artículo 1° Superior) y el principio de legalidad (artículo 29), en tanto que consideran que es “inconcebible que los súbditos del Estado de Derecho pudieran ser amenazados, perseguidos y castigados por la realización de conductas inocuas” y, en el mismo sentido, que “el Congreso de la República [….] sólo puede consagrar como conductas punibles, aquellos hechos o conductas que lesionen o pongan en peligro bienes jurídicos”. 
Con relación al artículo 225, denuncian que éste vulnera el inciso segundo del artículo 250 constitucional, en donde se señalan las funciones de la Fiscalía General de la Nación, por cuanto allí se exige que las conductas que esa autoridad investigue deben tener “las características de un delito”, presupuesto con el que precisamente entiende que no cumple la norma demandada, en tanto que allí se permite que la retractación exima de responsabilidad penal, lo que los accionantes además entienden que es contrario a la honra, a la intimidad, a la reparación, al restablecimiento del derecho y a los demás derechos de la víctima de la conducta allí tipificada, así como al principio general de responsabilidad jurídica.  

En este sentido, manifiestan que en “las causales de exclusión de responsabilidad se dan porque no existió conducta y por tanto no hay atipicidad, porque no hay daño, ni potencialidad del mismo, ausencia de antijuridicidad o porque no hay culpabilidad […mientras en] la norma que se demanda, se está en presencia de una conducta humana, típica, antijurídica y culpable y por tanto, de manera necesaria, [ésta] tiene que generar un juicio de responsabilidad”, decisión o posibilidad que consideran que está tanto fuera del ámbito de libertad de configuración del legislador en materia penal (artículo 150 Superior), como fuera del alcance del principio de oportunidad (artículo 250 Superior).   

De conformidad con lo anterior, para ellos también es equivocada la interpretación del artículo 225 demandado que hizo la Corte Constitucional en la Sentencia C-489 de 2002, toda vez que en su criterio:

(i) En esa sentencia se sostuvo que “el derecho constitucional al restablecimiento del derecho se cumple o satisface con la ‘restauración’ del derecho vulnerado por el delincuente, en éste caso con la retractación de este último”, cuando “es evidente que el derecho al restablecimiento del derecho es mucho más complejo, puesto que comprende también el restablecimiento económico de los perjuicios ocasionados con la acción delictiva, el derecho a la verdad y a la justicia”, como considera que “atinadamente” lo había concluido esa misma Corporación en la Sentencia C-228 de 2002; 
(ii) La exención de responsabilidad sí impide acudir a la jurisdicción civil o contenciosa en procura de una indemnización de los perjuicios ocasionados, en tanto que “el delito es causa generadora de la responsabilidad civil extracontractual”; 

(iii)  “[I]ncurre esa Honorable Corporación en un error de dogmática penal, porque establecido por el legislador que en éstos delitos la retractación exime la responsabilidad, no puede el ínterprete, así éste sea la Corte Constitucional, afirmar que tal expresión no implica una exclusión de culpabilidad y […por el contrario,] es claro que no se puede hablar de conducta antijurídica y culpable”; 

(iv) “[N]o tiene sentido que en aplicación del principio de economía procesal se le diga a la víctima que un delito de injuria y calumnia [...] que escogió la acción penal para hacer vales sus derechos a la justicia, verdad y reparación, que la retractación del procesado da por terminado el proceso penal, y que si es su deseo obtener la reparación deberá acudir a la jurisdicción civil […donde además] se le negar[án] sus pretensiones”; y

(v) Permitir que la retractación ponga fin al proceso penal es permitir una decisión penal discrecional sin consultar los intereses de la víctima, así como autorizar la impunidad.    
De otra parte, en la demanda se afirma que, al preferir los derechos a la información y a la libertad de expresión, el legislador “olvida que no existen derechos de carácter absoluto” y, por ende, la norma demandada implica también una violación al principio de proporcionalidad. Y, en el mismo sentido, se agrega que por la manera “antitécnica” en que elaboró este tipo penal, el legislador entre otros yerros: 

(a) Faltó a su deber de “especificar de manera precisa, cu[á]ndo la injuria y la calumnia se producen en el ejercicio de éste otro derecho, porque […] la norma demandada es de carácter general y no se hace una diferenciación de cuando la conducta punible es realizada por un comunicador social y cuando lo es por otro ciudadano que quiere perjudicar y ocasionar daño a la víctima con la difusión de noticias calumniosas e injuriosas”, siendo que en este segundo caso ni siquiera es posible una rectificación; 
(b) No hizo las precisiones correspondientes atendiendo a “los deberes sobre los que el comunicador debe difundir la noticia, que tiene como trascendental fundamento, la veracidad”, a si “el calumniador [haya obrado] con la íntima convicción de estar difundiendo una imputación delictiva falsa, o que por el contrario, la haya difundido en la convicción de que la noticia difundida correspondía a la realidad”, o al hecho de que la injuria o calumnia se haya dado a través de una única publicación o de manera reiterada en el tiempo; 
(c) Confundió la diferencia estructural entre la injuria y la calumnia, en tanto que la retractación implica “reconocer que la imputación delictiva es falsa”, lo que es de la esencia de la calumnia pero no de la injuria
; y
(d) “[S]obrepasó la libertad de configuración legislativa que se le reconoce porque con una simple decisión de autoridad, privilegia un derecho, el de la información, y descabeza otro, la honra, sin establecer límites, requisitos y valoraciones axiológicas de ninguna naturaleza” 
. 
Con fundamento en estos errores, y en todas las demás “hipótesis […que]  no son consideradas en la norma demandada y [tampoco] podrían ser consideradas” en el futuro, los accionantes reprochan que el artículo 225 demandado:

Contenga una “absolución in genere, abstracta y producida antes de que se produzcan las conductas fenomenológicas que se adecuen típicamente a las normas que definen la calumnia y la injuria […que no permite que el juez pueda entrar] a considerar las diferencias, múltiples y ricas experiencias que nos proporciona la realidad […y, de conformidad con ello,] hacer categorizaciones en relación a los grados de participación, a la mayor o menor gravedad de la conducta y de sus circunstancias”. 
A manera de conclusión, afirman que en su criterio sería mejor que “el problema de la colisión de derechos y de su necesaria ponderación […fuera resuelto] por la vía de las exenciones generales de responsabilidad previstas en el artículo 32 del C.P.”.  
2. Problemas jurídicos
Partiendo de los cargos que aquí han sido resumidos, esta Jefatura considera que en el presente proceso la Corte Constitucional deberá determinar: 

(i) Si reducir en la mitad la pena aplicable a los delitos de injuria y calumnia cuando la conducta típica se cometa por medio de un escrito dirigido exclusivamente al ofendido (artículo 223 del Código Penal) supone  una violación de la dignidad humana, del principio de legalidad, del principio de proporcionalidad y del deber de investigar de la Fiscalía General de la Nación; y
(ii)  Si establecer la retractación como eximente de responsabilidad para estos mismos delitos (artículo 225 del Código Penal) implica una violación de la dignidad humana, del principio de responsabilidad, del deber constitucional que tiene la Fiscalía de investigar toda conducta delictiva y proteger a las víctimas, y del principio de proporcionalidad.   
3. Análisis jurídico
3.1. Existencia de sentencias de constitucionalidad en donde se declaró la exequibilidad de las normas demandadas, lo que implican que su constitucionalidad ya es cosa juzgada 

Contrario a lo que sugieren los accionantes, el Jefe del Ministerio Público considera que lo decidido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-489 de 2002 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) sobre el artículo 225 demandado sí permite afirmar que sobre esta norma ya se ha configurado el fenómeno jurídico de la cosa juzgada constitucional. Por esta razón, considera que en el presente proceso esa Corporación debe abstenerse de pronunciarse sobre el problema jurídico propuesto con respecto a este artículo y estarse a lo resuelto en aquella decisión. 
En efecto, en la citada sentencia la Corte Constitucional declaró la exequibilidad simple o incondicionada del artículo 225 del Código Penal
, con fundamento en una demanda en donde se acusaba a esta norma de: (i) contrariar “los derechos fundamentales a la honra, a la igualdad, al buen nombre y al acceso a la administración de justicia” (numeral 2.1.); (ii) impedir a la víctima a “acudir a la jurisdicción civil para reclamar los perjuicios que se le hayan generado” (ibídem); no proteger efectivamente “los derechos a la honra y al buen nombre”; y (iii) vulnerar el principio-derecho a la igualdad. Reproches que, si no completamente idénticos, al menos sí esencialmente iguales a los que se alegan en la demanda sub examine
, en donde se afirma que el artículo 225 vulnera los derechos a la honra, a la intimidad, a la reparación, al restablecimiento del derecho y a los demás derechos de la víctima de la conducta allí tipificada, así como al principio general de responsabilidad jurídica
, lo que se traduce en una supuesta impunidad o desprotección total de la víctima. 
Por esta razón, esta Jefatura considera que la Corte Constitucional está impedida para volver a pronunciarse sobre la norma demandada
, aun cuando en la parte resolutiva de la citada sentencia la misma Corporación hubiese limitado los efectos de su decisión a los cargos allí expresamente analizados.  
Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que en virtud del principio pro actione o de otra razón o consideración semejante, la Corte considere que no se cumplen los requisitos para llegar a esta conclusión y, por el contrario, considere que en el presente caso únicamente se configura una cosa juzgada constitucional relativa
 (que es lo mismo que decir que no hay cosa juzgada), esta Vista Fiscal considera que lo decidido en aquella sentencia sienta un precedente relevante que en todo caso permite nuevamente declarar la exequibilidad de esta norma del Código Penal.

En el mismo sentido, con relación al artículo 223 parcialmente demandado, esta Jefatura advierte que en la Sentencia C-442 de 2011 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto) la Corte Constitucional ya declaró su exequibilidad. Lo anterior, luego de que en su momento se cuestionara la constitucionalidad de esta norma precisamente con fundamento “en el principio de estricta legalidad en materia penal” (numeral 2°), invocándose para ellos los artículos 20, 29 y 93 constitucionales y los artículos 9 y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (estos dos últimos también invocados en la presente demanda). 

Así, aunque en esa sentencia la Corte Constitucional declaró la exequibilidad del artículo 223 del Código Penal (entre otros) únicamente por los “cargos examinados en la presente decisión”, los cuales principalmente se dirigían a cuestionar la precisión de los tipos penales de injuria y calumnia (artículos 220 y 221), es de destacar que en aquella decisión en todo caso se explicó que los entonces accionantes entendían el artículo ahora nuevamente demandado como “un tipo penal subordinado” a esos otros dos tipos penales y, por lo tanto, consideraban que éste también estaba “afectado por […] falta de precisión” y que, consecuentemente, también contrariaba el “principio de estricta legalidad en materia penal” (numeral 2°). 
En pocas palabras, en aquella demanda también se reprochó la supuesta ambigüedad, imprecisión, generalidad del artículo 223 y, por ende, se acusaba una violación al principio de legalidad, tal y como sucede en la demanda sub examine. Como consecuencia de lo anterior, en esa sentencia de constitucionalidad precisamente se juzgó si ese artículo implicaba “una falta de proporcionalidad” (ibídem), que es también la misma acusación que hacen los ahora accionantes. 

Por esta razón, esta Vista Fiscal considera que respecto al artículo 223 del Código Penal también es posible concluir que ya existe cosa juzgada constitucional, y así le solicitará a la Corte que lo declare en la parte resolutiva de su sentencia. 
Sin embargo, si esa Corporación considera que ese fenómeno tampoco se ha configurado con respecto a esta segunda norma demandada, esta Jefatura también advierte que en la Sentencia C-442 de 2011 es posible encontrar los argumentos y las razones constitucionales para desechar o resolver negativamente el problema jurídico propuesto y declarar exequible el artículo parcialmente acusado, como pasará a explicarse a continuación.   
3.2. Sobre la exequibilidad de las normas demandadas a la luz de su naturaleza, justificación y alcance, de conformidad con lo explicado en la jurisprudencia constitucional

Como ya se anunciaba, el Jefe del Ministerio Público considera que las conclusiones expuestas por la propia Corte Constitucional en las Sentencias C-489 de 2002 y C-442 de 2011 ,en todo caso son suficientes para establecer que el aparte del artículo 223 y el artículo 225 del Código Penal demandados, no vulneran el derecho fundamental a la dignidad humana, los principios de legalidad y proporcionalidad, y mucho menos el deber de investigar de la Fiscalía General de la Nación. 

En efecto, tal y como se deduce de cada una de estas sentencias, así como de las decisiones de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en donde, en coherencia con ellas, el Tribunal de cierre de la jurisdicción penal ha reconocido y precisado la naturaleza y el alcance de los tipos penales de injuria y calumnia
, para esta Vista Fiscal es claro que la protección por vía penal de la integridad moral y, más exactamente, de los bienes jurídicos de la honra (en tanto expresión de la dignidad humana y atributo de la personalidad
) y el buen nombre (entendido como “el concepto que de una persona tienen los demás y que se configura como derecho frente al detrimento que pueda sufrir como producto de expresiones ofensivas o injuriosas o informaciones falsas o tendenciosas”
), es razonable, proporcional y necesaria, así como también respetuosa del principio del derecho penal como ultima ratio. 

Al mismo tiempo, es claro que la protección de estos bienes jurídicos por medio del ius puniendi responde al ejercicio de la libertad de configuración del legislador, dentro de los márgenes constitucionales citados, en la medida en que también se ha adoptado a través de tipos penales (a) que son querellables y que, por lo tanto, únicamente susceptibles de ser invocados directamente por sus víctimas y no por cualquier persona; (b) que exigen un intento de conciliación como requisito de procedibilidad al ejercicio de la acción penal y que, por ende, tienen un propósito más preventivo y disuasivo que un fin estrictamente sancionador; y, en todo caso, (c) que no dependen exclusivamente de la voluntad o de los sentimientos de la víctima, en tanto que de una parte sólo se configuran cuando la conducta se realiza de manera dolosa (animus iniurandi)
 y el daño cometido en todo caso tiene una dimensión objetiva, hasta el punto de que la retractación del victimario precisamente configura una causal de extinción de la acción penal, en tanto que es un “un paliativo moral para la víctima” como los mismos actores lo reconocen en su demanda,  sin perjuicio que la víctima cuente con otros recursos judiciales para buscar la reparación del daño causado.
En este sentido, es evidente que en la jurisprudencia constitucional ya se ha definido que el hecho de que la retractación del sujeto activo de una conducta de injuria o calumnia extinga la acción penal (como lo dispone el artículo 225 demandado) no impide que la víctima acuda o intente otros medios de reparación del daño que efectivamente se le haya causado, distinta de la acción penal
, en tanto que no equivale a una completa absolución de responsabilidad in genere, sino que es una mera aplicación de los principio de razonabilidad y necesidad de la pena. 
Como también es lógico que la acción de inconstitucionalidad claramente no puede ser ocasión para que los ciudadanos controviertan las interpretaciones de la Corte Constitucional (y, en este caso, también de la Corte Suprema de Justicia), como pretende hacerlo el accionante en la demanda sub examine, pues ello desnaturalizaría esta acción constitucional al mismo tiempo que afectaría gravemente la seguridad jurídica en tanto que supondría desconocer completamente la cosa juzgada constitucional.  Y mucho menos puede ser el medio para que los ciudadanos diseñen o corrijan los tipos penales según sus propias consideraciones de conveniencia o interpretaciones doctrinales
. Por esta razón, en concepto de esta Jefatura la Corte Constitucional debe nuevamente declarar la exequibilidad del artículo 225 demandado.
De otra parte, con relación a lo dispuesto en el aparte demandado del artículo 223 del Código Penal, esta Jefatura considera que el carácter objetivo y no meramente subjetivo que tienen los bienes jurídicos protegidos por los tipos penales de injuria y calumnia
, debidamente entendidos y explicados en las sentencias constitucionales citadas, es la razón por la que este artículo no es contrario a la dignidad humana, a los principios de legalidad y proporcionalidad en materia penal y al deber general de investigación que tiene la Fiscalía General de la Nación. 

Lo anterior, pues toda vez que estos tipos penales protegen bienes humanos auténticos de verdaderos daños, que precisamente por eso se encuentran tipificados, en nada riñe con la función constitucional que le ha sido encomendada (artículo 250 Superior, inciso 1°) que la Fiscalía investigue estas conductas. 
Como tampoco es desproporcionado o arbitrario que el Legislador, en ejercicio de su libertad de configuración, reduzca la sanción pero mantenga la prohibición y consecuente sanción de las mismas cuando éstas se realizan a través de escritos dirigidos exclusivamente a la víctima, pues ello no es óbice para que la conducta no atente contra la honra y el buen nombre de ésta última
 y, como los mismos actores lo reconocen y también lo ha concluido la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones, la libertad de expresión en todo caso no es absoluta. En este sentido, y sin compartir la perspectiva conflictivista de los derechos de la que parten los accionantes, es claro que esta libertad no abarca o incluye la posibilidad de injuriar y calumniar a los otros, así sea en privado, y sostener lo contrario sería permitir que los ciudadanos se injurien y calumnien entre sí impunemente, que, paradójicamente, es precisamente lo que los mismos accionantes pretender impedir, incluso hasta el punto de oponerse a que la retractación del actor de estas conductas pongan fin al proceso penal. 
Así, como ya lo señalaba esta Jefatura en su Concepto 5075 (relativo al expediente D-8295, resuelto por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-442 de 2011, aquí citada), “tanto las normas constitucionales como las de la Convención Americana de Derechos Humanos que proclaman libertades y reconocen derechos, reconocen que éstos deben ejercerse con ‘responsabilidad social’, como lo dice el artículo 20 Superior, y dentro del límite de ‘el respeto a los derechos o a la reputación de los demás’, como lo precisa el artículo 13, inciso 2º de la Convención Americana de Derechos Humanos. Y esto es así, porque dentro de un orden democrático y justo no existen, ni pueden existir, derechos o principios absolutos, de lo que se sigue que las libertades de pensamiento y de expresión sí pueden tener límites o restricciones”. De donde se concluye, por lo tanto, que la dignidad humana y el buen nombre de los demás no es solo un límite para la libertad de expresión de las personas cuando se dirigen a la sociedad o al público en general, sino también cuando se dirigen unas a otras. 
4. Conclusión

En virtud de lo expuesto, el Jefe del Ministerio Público le solicita a la Corte Constitucional declararse INHIBIDA para pronunciarse sobre el aparte demandado del artículo 223 del Código Penal y sobre el artículo 225 del mismo Estatuto y, por el contrario, ESTARSE a lo resuelto con relación a los mismos en las Sentencias C-489 de 2002 y C-442 de 2011. Y, de manera subsidiaria, solicita que los declare EXEQUIBLES por las razones expuestas en el presente concepto.
De los Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
ABG/GMR
� En este  mismo sentido, los accionantes advierte que en el inciso segundo de la norma demandada se prohíbe y sanciona una conducta que no es antijurídica, en tanto que no daña ni puede dañar el bien jurídico tutelado (la honra y el buen nombre), lo que redunda en una violación del principio de legalidad “como elemento integrador del debido proceso”.


� En otros apartes de su demanda los accionantes también insisten en que el derecho a la información “no es absoluto [y] debe estar sometido a ciertos requisitos y exigencias[,] y cuando entra en conflicto con otros derechos que podrían ser la intimidad, la honra, el buen nombre, el derecho a la imagen”, entre otros, y por razón de esto considera que su ejercicio “debe estar precidido por el compromiso o la intención de la veracidad, y debe hacerse actua[n[do con responsabilidad, en la verificación de la fuente, de su carácter y haberse realizado las diligencias indispensables para su verificación”, que son precisamente los requisitos “que no fueron tenidos en cuenta por el legislador al momento de concebir el artículo 225 demandado”.   


� Para explicar este fenómeno los accionantes citan la Sentencia C-061 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio. 


� Extendiéndose sobre el contenido de este derecho, los accionantes traen a colación algunos apartes de la Sentencias C-521 de 1998 y C-417 de 2009, así como algunas referencias doctrinales.   


� Con relación a esta distinción, de manera reiterada se destaca en la demanda que mientras en la calumnia “las imputaciones delictivas publicitadas deben ser falsas”, en la injuria “las impitaciones deshonrosas poder ser falsas o verdaderas, protegiéndose con esta reprochada conducta más que la honra, el derecho a la intimidad”. Poniendo como ejemplo de esto último el caso de una persona que “lleva una doble vida, una de conformidad con los condicionamientos sociales del momento y otra, secreta y desconocida por todos, relacionada con prácticas que sin ser delictivas pueden tener reproche social” y cuya difusión “afectaría su intimidad antes que todo, pero igualmente la honra, si la entendemos como el criterio favorable que tiene la comunidad respecto de nuestras personas”.  


� En otro momento de la demanda, partiendo nuevamente de la base de que existen conflictos de derechos y de que estos deben “resolverse partiendo de la premisa de que no existen derechos de carácter absoluto”, los accionantes concluyen que “es imposible que desde la perspectiva normativa se pudieran resolver de antemano la preeminencia de un derecho sobre otro”, en tanto que “[c]ada caso es un verdadero universo de complejidades reunidas”.  


� En esa sentencia la Corte también declaró la exequibilidad del numeral 8° del artículo 82 del mismo Estatuto, en donde se establece la retractación como una causal general de extinción de la acción penal, “en los casos que establezca la ley”. Un artículo que fue demandado en aquella ocasión en tanto se entendió que el mismo configuraba una “unanimidad normativa” con el artículo 225 pero que, sin embargo, no fue demandado en el presente proceso.


� Se destaca que en la demanda sub examine el actor manifiesta que en la Sentencia C-489 de 2002 la Corte Constitucional se pronunció sobre los artículos allí demandados únicamente a partir de los artículos 13, 15, 21 y 229 constitucionales, omitiendo señalar que allí también se utilizó como parámetro constitucional el artículo 2° Superior, que ahora es nuevamente invocado.   


� En el mismo sentido, esta Jefatura advierte que el segundo problema jurídico analizado por la Corte Constitucional en esa sentencia fue “si la disposición del artículo 225 acusado, conforme a la cual no habrá lugar a responsabilidad cuando el autor o participe de los delitos que afectan la honra y el buen nombre se retracte voluntariamente, sin contar para ello con la voluntad del afectado, se vulnera su derecho de acceso a la administración de justicia, especialmente si ello implica que, como consecuencia de la decisión penal, no se pueda acceder a la jurisdicción civil para obtener la indemnización de perjuicios” (numeral 2.2.). Lo que significa que el mismo efectivamente subsume el problema jurídico propuesto en la demanda sub examine respecto de esta misma norma. 


� “En lo que concierne al alcance y los efectos de la cosa juzgada, cuando la Corte declara la exequibilidad de una norma, la jurisprudencia de la Corte ha realizado diferenciaciones entre la configuración de cosa juzgada (i) formal, (ii) material, (iii) absoluta y (iv) relativa. A este respecto, la Corte ha señalado que el alcance y los efectos de la cosa juzgada constitucional no son siempre iguales y que existen varios tipos, que pueden incluso modular el alcance y los efectos vinculantes del fallo. Así, la cosa juzgada constitucional puede ser: i) formal, cuando se predica del mismo texto normativo que ha sido objeto de pronunciamiento anterior de la Corte; ii) material, cuando a pesar de que no se está ante un texto normativo formalmente idéntico, su contenido sustancial es igual; iii) absoluta, en tanto que, en aplicación del principio de unidad constitucional y de lo dispuesto en el artículo 22 del Decreto 2067 de 1991, se presume que el Tribunal Constitucional confronta la norma acusada con toda la Constitución, por lo que, con independencia de los cargos estudiados explícitamente, en aquellos casos en los que la Corte no limita expresamente la cosa juzgada, se entiende que hizo una comparación de la norma acusada con toda la Carta Política, y iv) relativa, cuando este Tribunal limita los efectos de la cosa juzgada para autorizar que en el futuro vuelvan a plantearse argumentos de inconstitucionalidad sobre la misma disposición que tuvo pronunciamiento anterior” Sentencia C-538 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� “[L]a jurisprudencia de esta Corporación ha contemplado la posibilidad de que la cosa juzgada constitucional relativa, se compruebe de modo explícito o implícito.  El primero se presenta cuando ‘‘...la disposición es declarada exequible pero, por diversas razones, la Corte ha limitado su escrutinio a los cargos del actor, y autoriza entonces que la constitucionalidad de esa misma norma puede ser nuevamente reexaminada en el futuro…’, es decir, es la propia Corte quien en la parte resolutiva de la sentencia limita el alcance de la cosa juzgada ‘...mientras la Corte Constitucional no señale que los efectos de una determinada providencia son de cosa juzgada relativa, se entenderá que las sentencias que profiera hacen tránsito a cosa juzgada absoluta...’” Ibídem. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,  Auto relativo al expediente No. 10139  (M.P. Carlos Gálvez Argote),  Auto del 29 de  Septiembre de 1983 (M.P. Fabio Calderón Botero), Auto relativo al expediente No. 14029 (M.P. Carlos Augusto Galves Argote) y Auto del 8 de octubre de 2008 relativo al expediente No. 29428 (M.P. Julio Enrique Socha Salamanca), entre otros.  


� DÍAZ CORTÉZ Lina Mariola, Delitos contra la integridad moral. En: Manuel de Derecho Penal Especial, Universidad del Rosario y Temis, 2011, página 283. Coordinador: Carlos G. Castro Cuenca.  


� Sentencia C-489 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Para que se materialice el delito de injuria, por ejemplo, de acuerdo con la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, según se cita en la Sentencia C-392 de 2002 (M.P. Alvaro Tafur Galvis), se requiere “(i) que la persona impute a otra conocida o determinable un hecho deshonroso, (ii) que quien haga la imputación tenga conocimiento del carácter deshonroso de ese hecho, (iii) que el carácter deshonroso del hecho imputado dañe o menoscabe la honra de aquella persona, (iv) que quien haga la imputación  tenga conciencia de que el hecho atribuido tiene esa capacidad de dañar o menoscabar la honra de la persona […] Es decir que la legislación colombiana solo consagra como sancionable el comportamiento doloso, esto es, el realizado sabiendo que la imputación que se hace es deshonrosa para el agraviado, y pese a ello queriendo hacerla […] La misma conducta dolosa se exige en el caso de la calumnia, pero en ese caso se trata específicamente de la imputación falsa de una conducta punible, hecha con la intención de causar daño en el patrimonio moral de una persona”.


� “[T]al como se ha expresado, el artículo 225 demandado no contiene un pronunciamiento sobre la culpabilidad, y por consiguiente, si bien como consecuencia de la retractación se extingue la acción penal  y no hay lugar a que se declare la responsabilidad jurídico penal, ello no afecta la responsabilidad civil en que pueda haber incurrido el agente. Cuando, independientemente de su eventual connotación penal, con una conducta dolosa o culposa se cause un daño real y efectivo conforme al artículo 2341 del Código Civil, el afectado podrá acudir a la jurisdicción civil para obtener la correspondiente indemnización”, Sentencia C-489 de 2002.


� Al respecto puede confrontarse la sentencia C-1052 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, entre muchas otras. 


� Al respecto, la doctrina penal ha entendido que “[l]a aptitud injuriosa del comportamiento no se decide, pues, es función de la posición o consideración social que de hecho ostenta la víctima ni tampoco en atención a su mayor o menor sentimiento de propia valía, sino atendiendo únicamente a los criterios sociales imperantes que deciden sobre la buena o mala reputación de las personas” BUSTOS RAMÍREZ, Juan, “Delitos contra el honor”,  Leyer, 2008, página 269. Citado por DÍAZ CORTÉZ Lina Mariola, op cit., Delitos contra la integridad moral, página 284.


� Al respecto, es importante agregar que la injuria también atenta contra la autoestima de la víctima pues, como lo ha explicado la autora española Patricia Laurenzo Copello (Los delitos contra el honor, Valencia, Tirant lo Blanch, 2002) y en nada contradice la jurisprudencia vigente, para que se configure este delito basta que ésta sea “idónea para influir negativamente sobre la consideración social o la propia valoración de otra persona” (subrayado fuera del texto), citado por DÍAZ CORTÉZ Lina Mariola, op cit., Delitos contra la integridad moral, página 284.
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